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Juzgado Primero Administrativo Municipal 


León, Guanajuato, a 14 catorce de agosto del año 2019 dos mil diecinueve. . 
V I S T O para resolver el expediente número 1115/1erJAM/2017-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del TESORERO MUNICIPAL de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . .  
R E S U L T A N D O:
Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 11 once de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó la demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Prevención a la demanda.

SEGUNDO.-  Por auto de fecha 17 diecisiete de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, se requirió a la parte actora para que en el término de 05 cinco días hábiles aclarara y completara su escrito de demanda, apercibiéndole que en caso de incumplimiento se acordaría lo que en derecho procediera. . . . . . . . . .. . . . . . . . . 
Admisión de la demanda y pruebas.
TERCERO.-  Por auto de fecha 22 veintidós de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete, a pesar del incumplimiento a lo requerido a la parte actora,  se  admitió a trámite la demanda y la prueba documental exhibida y descrita en el punto 02 dos del capítulo de pruebas la que por su especial naturaleza se desahogó  en ese momento  procesal; previo a acordar sobre la admisión de la documental descrita en el punto 01 uno del capítulo de pruebas, se le requirió para que en el término de 05 cinco días hábiles  exhibiera  el original o copia certificada, apercibiéndole que en caso de incumplimiento se le tendría por no admitida. . . . . . . 
Contestación de demanda y admisión de pruebas.
CUARTO.- El 08 ocho de diciembre del año 2017 dos mil diecisiete, la autoridad demandada presentó escrito de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 13 trece del mismo mes y año, se le tuvo contestando la demanda en tiempo y forma, admitiéndosele la prueba documental  admitida a la parte actora en el auto de radicación  y la exhibida a su contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal; previo a acordar sobre la admisión de la prueba ofrecida en el punto 01 uno, inciso d), del capítulo de pruebas, se le requirió para que en el término de 05 cinco días la exhibiera en original o copia certificada, apercibiéndole que en caso de incumplimiento se le tendría por no admitida la copia simple ilegible; asimismo, se hizo efectivo el apercibimiento hecho a la parte actora, por lo que no se le admitió la documental consistente en el oficio con folio 1419686; señalándose además fecha y hora para audiencia de alegatos. .  . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Autoridad cumple requerimiento.

QUINTO.- El 10 diez de enero del año 2018 dos mil dieciocho, el autorizado de la autoridad demandada presentó promoción de cumplimiento; y, por auto de fecha  15 quince del mismo mes y año, se le admitió  la documental consistente en la notificación con folio 141686, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento. . . . . .  . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Celebración de la audiencia de alegatos.
SEXTO.- El 16 dieciséis de febrero del año 2018 dos mil dieciocho,  a las 11:30 once horas con treinta minutos, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes, por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso por impugnarse un acto  imputado al Tesorero Municipal del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . 
Causales de improcedencia.
SEGUNDO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del citado artículo 261. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

Para este Juzgador,  esa causal de improcedencia es FUNDADA  para decretar el sobreseimiento del proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . 

En principio, se impone señalar que el artículo 243, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, establece que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares; en este sentido, el artículo 9, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone que interesado es quien tiene un interés jurídico por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido; mientras el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del mismo Código, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico; preceptos que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

“Artículo 243.- ...  
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.” 
“Artículo 9.-… 

Interesado es todo particular que tiene un interés jurídico respecto de un acto o procedimiento, por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido.”

 “Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . .

Conforme a los artículos transcritos en supralíneas, para la procedencia del proceso administrativo, es requisito sine qua non que el promovente, contar con interés jurídico y que se acredite el acto o resolución combatida  que afecta de modo cierto e inmediato su esfera de derechos; sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica. Por su parte, la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, respecto al interés jurídico en el proceso administrativo ha sostenido el criterio visible en la página 146 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.- En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.).  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mientras que, la doctrina al interés jurídico también lo denomina como el derecho subjetivo de carácter administrativo y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que  regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en este sentido ha sostenido que el derecho subjetivo, se entiende como la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables, a saber: a).- Una facultad de exigir; y, b) Una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. Al respecto, se reproduce el criterio sustentado en una tesis aislada del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en la Novena Época; Registro: 166362; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XXX, Septiembre de 2009; Materia(s): Administrativa; Tesis: XVI.2o.A.T.4 A; visible a Página: 3149, la que se  localiza con el Registro 216534 en el Disco del Sistema de Consulta “Jurisprudencia y Tesis Aisladas IUS” junio 1997 – Diciembre 2010, bajo el rubro siguiente: . . .  . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“LEGITIMACIÓN PARA INTERVENIR EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CORRESPONDE SÓLO A QUIEN TENGA UN INTERÉS JURÍDICO. De acuerdo con los artículos 9 y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no basta con un interés legítimo para acudir al proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sino que se requiere de un interés jurídico, que es el que corresponde al derecho subjetivo, entendiendo como tal la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. De tal manera que la legitimación para intervenir en el citado proceso corresponde sólo a quien tenga un interés jurídico y no a aquel que posea una mera facultad o potestad, o tenga un interés simple, es decir, a quien la norma jurídica objetiva no establezca en su favor alguna facultad de exigir.”  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En esta tesitura, el interés jurídico lo crea la titularidad de los derechos afectados con el acto impugnado; entonces, para que proceda el proceso, conforme a lo estipulado por los artículos señalados en supralíneas, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con ese interés jurídico y para ello se requiere que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a su favor por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento o por un acto administrativo; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a la esfera de derechos de la parte actora, aclarándose que una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . .  . .  . . . . . . . . . . . . . .

Lo anterior es así, en virtud de que el interés jurídico es un elemento esencial para la procedencia del proceso, cuya carga probatoria corresponde a la parte actora y no a quien resuelve; en estas condiciones, la parte actora debe acreditar su interés jurídico al presentar la demanda de nulidad, pues esta carga procesal consiste en que habrá de demostrarse fehacientemente que cuenta con el derecho que adujo y que se le vulneró, en otras palabras, la carga de la prueba en el proceso administrativo consiste en la facultad que tiene la parte actora de aportar al juicio los medios de prueba necesarios e idóneos con el objeto de poder demostrar que cuenta con interés jurídico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .  . .

Así, tenemos que esta carga procesal no constituye una obligación de la parte impetrante, sino que sólo tiene el interés de probar, de ahí que el juzgador no se encuentra constreñido a requerir a la parte actora para que aporte medios de convicción para acreditar su interés jurídico y por consiguiente la procedencia del juicio, pues tiene la libertad de ofrecer medios probatorios idóneos a fin de demostrar la calidad de cliente, propietario o poseedor del inmueble que recibe los servicios por parte del Organismo Operador; en este contexto, en el proceso administrativo el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no inferirse con base en presunciones, porque el perjuicio debe ser real, concreto y actual. . . . . 

Respecto a la carga de la prueba del interés jurídico y que no se infiere con base en presunciones, se reproduce como criterios orientadores los sustentados en una tesis aislada y en jurisprudencia, respectivamente, por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, bajo los siguientes rubros: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO, CARGA DE LA PRUEBA. CORRESPONDE AL QUEJOSO ACOMPAÑAR LOS ELEMENTOS DE CONVICCIÓN RELATIVOS Y NO AL JUEZ RECABARLOS DE OFICIO. Si bien en la parte in fine del artículo 78 de la Ley de Amparo, se confiere al Juez de Distrito la prerrogativa para recabar las pruebas que habiendo sido rendidas ante la autoridad responsable no obren en autos y se estimen necesarias para la resolución del asunto, lo cierto es que tal dispositivo no obliga al resolutor federal a requerir de esa autoridad los medios de convicción que justifiquen el interés jurídico del promovente del juicio de garantías; esto, por la sencilla razón de que de conformidad con el artículo 4o. y la fracción V del artículo 73, interpretada en sentido contrario, ambos de la ley de la materia, el interés jurídico es un elemento esencial para la procedencia del juicio de amparo, cuya carga probatoria corresponde al quejoso y no al Juez de garantías.”  Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. Época: Novena Época; Registro: 183039; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XVIII, Octubre de 2003; Materia(s): Común Tesis: XXVII.6 K; Página: 1030.
“INTERES JURIDICO EN EL JUICIO DE AMPARO. DEBE ACREDITARSE EN FORMA FEHACIENTE EL. En el juicio de amparo, el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no tratar de demostrarlo a base de presunciones.” Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. Época: Novena Época; Registro: 203522; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo III, Enero de 1996; Materia(s): Común; Tesis: XX. J/14; Página: 148.  . . . . . . . .

Bajo ese contexto, como antecedente se tiene que en auto de fecha  17 diecisiete de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, le fue requerido a la parte actora aclarar su escrito de demanda a efecto de precisar si el acto que impugna es la notificación de los resultados del avalúo o el propio avalúo; el  27 del mes y año en cita, la actora pretendió  dar cumplimiento, lo anterior, en virtud que en el escrito de demanda deben expresarse el acto o la resolución que se impugna, ello acorde a lo señalado en la fracción II del artículo 265 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dado que con tal señalamiento se establece de manera puntual la autoridad a quien se le atribuye la actuación que se estima contraria a derecho, de donde se obtiene como elementos lógicos del escrito de demanda los hechos, consecuentemente  los medios probatorios así como la precisión de los conceptos de impugnación, de aquí que resulta trascendente para la debida substanciación del proceso . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, quien demanda, por escrito presentado en la Oficialía de Partes Común de los Juzgados Administrativos Municipales, el 27 veintisiete de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, exhibió para atender a la prevención el escrito de fecha 23 veintitrés de ese mismo mes y año, por lo que sin ser peritos en la materia, a simple vista los rasgos gráficos que contiene la firma  de tal escrito, difieren de los plasmados en el escrito inicial de demanda de fecha 06 seis de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, razones por las cuales se le previno a la parte actora por diverso auto de fecha 01 uno de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete, a efecto de que dentro del término de 03 tres días, hiciera acto de presencia en este Juzgado a efecto de ratificar la firma que  calza el escrito de cumplimiento, apercibida  que de no hacerlo, se le tendría  por no presentada tal promoción. . .. . . .  . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .  . .  . . . . . . . . . . . . . . 
No obstante que quien demanda no atendió el requerimiento, por diverso acuerdo de fecha 22 veintidós de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete, se admitió a trámite la demanda aún y cuando se indicó que se tendría por no  presentada el escrito de fecha 11 once de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, esto es, el escrito inicial de demanda, así como se señaló que a pesar del incumplimiento del auto de fecha 01 uno de noviembre del año en cita, se admitiría la demanda y que en su momento oportuno se acordaría lo conducente. . . . . . . . . . 

Así las cosas, a pesar que la impetrante del proceso se le tuvo por  presentado el escrito  con sello de recepción 11 once de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, de constancias no se desprende su interés jurídico en el proceso, al no haber dado cumplimiento al requerimiento de fecha  17  de ese mismo mes y año, en tanto que su escrito de demanda no precisó el acto que pretendía controvertir, por lo que resultó contrario a derecho  emplazar al Tesorero Municipal, ya que no era factible intuir el acto que afecta su esfera jurídica, mucho menos la autoridad a quien se atribuye el mismo. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, carece de interés jurídico la accionante, al desatender la prevención contenida en el diverso acuerdo de fecha 01 uno de noviembre  del año 2017 dos mil diecisiete, por el que se le previno se presentara a ratificar su escrito de fecha 27 veintisiete de octubre  del año 2017 dos mil diecisiete, ante la notoria diferencia de rasgos gráficos apreciables a simple vista de la firma que lo calza con la que obra en su escrito inicial de demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . 

De este modo, no obstante el requerimiento a la actora para que indicara el acto o resolución impugnada en el proceso y ante la falta de cumplimiento para que acudiera a ratificar su escrito de fecha 27 veintisiete de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, lo procedente es decretar el sobreseimiento del proceso ante la falta de interés jurídico externada por la accionante en la secuela procesal. Sirve de soporte legal la tesis: VII.1o.C.12.K(9a.), Novena Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro I, Octubre de 2011, tomo 3, pag. 1716, registro: 160773, que reza:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“RECONOCIMIENTO DE LA FIRMA QUE CALZA EL ESCRITO ACLARATORIO DE LA DEMANDA DE AMPARO, ATRIBUIDA AL QUEJOSO. AL SER UN ACTO DE CARÁCTER PERSONALÍSIMO QUE SÓLO ÉSTE PUEDE REALIZAR, SU RATIFICACIÓN NO PUEDE EFECTUARSE POR SU APODERADO O REPRESENTANTE LEGAL. La firma es el signo gráfico que una persona pone al pie de un documento para darle autenticidad o bien obligarse a lo que en él se plasmó, y su función primordial es identificar al autor del texto que le precede, en el entendido de que ciertos rasgos de escritura de una persona siempre son los mismos, y ello permite establecer, a través de la simple observación o de métodos científicos, si ésta fue asentada por el puño y letra de la persona a la que se le atribuye. Luego, si el quejoso, quien suscribió la demanda de amparo, posteriormente firmó un escrito aclaratorio de ésta, y el Juez de Distrito lo requirió para reconocer el contenido de este último escrito y la firma que lo calza, ese reconocimiento se traduce en un acto de carácter personalísimo que sólo al impetrante del amparo es dable atender, pues no deben soslayarse las repercusiones de carácter penal que de la suscripción del documento aclaratorio en cuestión podrían derivarse y, en ese entendido, sin ignorarse que la demanda de amparo puede ser promovida también por el representante del quejoso, sería ilógico permitir a quien se ostenta como su apoderado legal del impetrante del amparo, que reconozca una firma que no plasmó. Máxime si tal ratificación de contenido y firma lleva implícito, a su vez, el reconocimiento de la protesta de decir verdad que el peticionario del amparo expresó al aclarar su demanda; reconocimiento que sólo puede efectuar, al haber sido él y no su apoderado legal quien firmó tanto la demanda de amparo como su escrito aclaratorio.” . . . . . .

Asimismo,  la tesis: 2a./J.27/2018, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Décima Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 53, Abril de 2018, Tomo I, pag. 633, registro: 2016521, que reza:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA AUTENTICIDAD DE LA FIRMA QUE CALZA LA DEMANDA SE PUEDE DETERMINAR A TRAVÉS DE CUALQUIER MEDIO DE PRUEBA IDÓNEO PERMITIDO POR LA LEY, CUANDO LA PERICIAL EN CALIGRAFÍA Y GRAFOSCOPIA NO GENERA CONVICCIÓN EN EL JUZGADOR. Conforme a los artículos 36 y 39 a 41 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en el juicio contencioso administrativo federal es factible ofrecer cualquiera de los medios de prueba permitidos por la ley para demostrar -según sea el caso- la falsedad o la autenticidad de la firma que calza la demanda de nulidad, y si bien se ha determinado que el medio de prueba idóneo para ello es la pericial caligráfica y grafoscópica, por tratarse de un aspecto técnico, lo cierto es que el Magistrado instructor puede tomar en consideración otros medios probatorios cuando lo considere conveniente, en la inteligencia de que la autenticidad de la firma no puede inferirse únicamente a partir de su reconocimiento expreso o tácito por el promovente, en tanto ello significaría otorgarle la oportunidad de subsanar un requisito que, conforme a ley no es objeto de prevención; esto es, la circunstancia de que manifieste bajo protesta de decir verdad que la firma que calza la demanda fue estampada de su puño y letra, o que comparezca ante el secretario del tribunal que conoce del asunto a estamparla con el ánimo de que se tome como indubitable para su cotejo, por sí, no puede llevar a considerar que efectivamente es el autor de esa firma, habida cuenta que al ser objetada, es menester que se demuestre fehacientemente su autenticidad, en tanto la ley es clara al señalar que la demanda debe contener la firma autógrafa -o electrónica- de quien la promueve, y que, de no ser así, se tendrá por no presentada.” . . . . . . . . . . . . . . . . ..  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracciones I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE:. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. . . . . 

SEGUNDO.- Resultó FUNDADA la causal de improcedencia analizada, por lo cual se decreta el SOBRESEIMIENTO del proceso, acorde a lo establecido en  el segundo  considerando de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

p
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado.. . . . . . . . . . . . .  

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . .  

